
La historia del urbanismo en España responde a las necesidades reales de la población, presididas por los usos residencial y de actividades
económicas.

Así, las gentes localizaban las poblaciones junto a los recursos naturales estratégicos, los ríos y buenos lugares para garantizar la seguridad y las
comunicaciones con otras plazas.

La caracterización de las ciudades responde así a la vida de sus gentes y sus épocas. Si bien conservamos buen número de ciudades antiguas,
éstas han venido a ser solapadas por las medievales que son la mayor parte de nuestras ciudades más representativas. Son los monumentos y
parte de la estructura de la ciudad los que hoy conservamos, alrededor de las cuales surge la ciudad más moderna.

El urbanismo español ve a finales del siglo XIX y principios del XX el empuje de los ensanches. La ciudad necesita albergar nuevos habitantes
atraídos por nuevas oportunidades laborales y proyectos vitales. Surge la concienciación por resolver los problemas de higiene ante la falta de
espacio y hacinamiento. El problema de la vivienda se acrecienta al tiempo que surge la crisis agraria. La cuestión social se convierte en el eje de
la política.

La década de los sesenta del siglo XX representa el nacimiento de la clase media en España. El fenómeno del éxodo rural hacia las ciudades hace
necesario un rápido crecimiento de las ciudades. De nuevo vuelven a aparecer los mismos problemas que surgieron a finales del siglo XIX. La
necesidad de vivienda en el entorno de las ciudades traslada la forma tradicional de hacer ciudad esquivando el acta de nacimiento del derecho
urbanístico español moderno que surge con la Ley de 12 de mayo de 1956 sobre régimen del suelo y ordenación urbana.

La cuestión social se resuelve a través de una intervención del estado volcada en la política de vivienda en las grandes ciudades, una política que
no puede ser desplegada en los municipios menores de su entorno, una política centrada en el Área Metropolitana de Madrid, política que no
presta atención en los municipios fuera de su ámbito, entre otros factores por la falta de medios técnicos de esos municipios. Estamos ante una
política urbanística planificada que restringe la libertad del mercado en la formación de las ciudades y en especial del centro de atención, la
capital del Estado. Surgen problemas de chabolismo, perseguido por el Servicio de Vigilancia del Extrarradio de Madrid.

De nuevo, la realidad se da de bruces con el marco normativo, la necesaria agilidad para responder la demanda no se ve correspondida. Los
nuevos ensanches de las ciudades reciben a la población que viene del campo. Se encuentran pequeñas viviendas con pequeños huecos de luces,
muchas veces viviendas interiores.

Pongamos en contexto los mimbres del urbanismo de aquella época.

La Comisión de Planeamiento y Coordinación del Área Metropolitana de Madrid (más conocida como la COPLACO), organismo autónomo, de
carácter urbanístico, de la Administración del Estado, fue creado por Ley 121/1963, de 2 de diciembre, sobre el Área Metropolitana de Madrid,
para «promover, acordar, orientar, coordinar y fiscalizar la ordenación urbanística», dentro de un ámbito que comprendía veintitrés términos
municipales situados alrededor de Madrid, incluido el de esta ciudad.

El Área Metropolitana comprenderá los siguientes términos municipales: Madrid, Alcobendas, San Sebastián de los Reyes, Paracuellos del Jarama,
Torrejón de Ardoz, San Fernando de Henares, Coslada, Ribas del Jarama, Getafe, Leganés, Alcorcón, Villaviciosa de Odón, Boadilla del Monte,
Pozuelo de Alarcón, Majadahonda, Villanueva del Pardillo, Villanueva de la Cañada, Brunete, Mejorada del Campo, Velilla de San Antonio, Pinto y
Colmenar Viejo. Así, quedaban fuera ciudades que actualmente se consideran pertenecientes al área metropolitana de Madrid, como Móstoles,
Parla, Tres Cantos, Alcalá de Henares o Fuenlabrada. Con fecha 26 de diciembre de 1963 se aprueba el Plan General de Ordenación Urbana del
Área Metropolitana de Madrid.

Fuera de la identificada Área Metropolitana de Madrid, el urbanismo real respondía a la formación natural que habían tenido las ciudades,
atendiendo a la libertad del mercado. Hay que esperar al intervalo de tiempo comprendido entre abril de 1974 y mayo de 1975, a las puertas de la 
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Las oportunidades laborales de esta nueva clase media les permite un ascenso social. Así se plantea la adquisición de una vivienda de fin de
semana con parcela. Surge así el fenómeno de la vivienda de fin de semana, y con ello la parcelación de fincas rústicas para satisfacer estas
necesidades vitales, una búsqueda de espacio y aire libre.

Surgió entre la década de los setenta y los ochenta del siglo XX la formación espontánea de nuevos núcleos de población, ajena al marco
normativo ante la ausencia de ordenación y/o regulación. Aparece así lo que más tarde se reconoció como el problema de las urbanizaciones
ilegales.

Tenemos que remontarnos a la Ley 9/1985, de 4 de diciembre, Especial para el Tratamiento de Actuaciones Urbanísticas Ilegales en la Comunidad
de Madrid, para identificar hasta 60 municipios donde encontramos estos fenómenos, al menos un tercio de los municipios de la región sufren
esta apreciable alteración de sus ecosistemas. De estos sesenta municipios, tan solo 5 municipios (Colmenar Viejo, Mejorada del Campo,
Paracuellos del Jarama, San Fernando de Henares y Villanueva de la Cañada) pertenecen al Área Metropolitana de Madrid, estando los otros 55
municipios sin ordenación y/o regulación o sin medios suficientes para atender la actividad de gestión y disciplina urbanística.

En este contexto histórico surgió el fenómeno de lo que hoy conocemos como las urbanizaciones ilegales. La citada Ley 9/1985 reconoció una
problemática que limitó sus efectos a la naturaleza urbanística. Estableció los cauces para regularizar las actuaciones urbanísticas identificadas.
Sin embargo, la aplicación de esta Ley brilló por su ausencia. Muy pocas de estas actuaciones se regularizaron por aplicación de la figura prevista
de los planes de ordenación de núcleos de población (La Alarilla en Fuentidueña de Tajo, Los Barrancos en Aldea del Fresno, Paraje del Arzobispo
en Ribatejada, y El Mirador y La Escarabajosa en Valdetorres del Jarama, fueron algunas de ellas).

Esta falta de aplicación de la Ley se suplió en otros casos con posteriores revisiones de planeamiento que vino a reconocer la fuerza normativa de
lo fáctico atendida la realidad fáctica del suelo urbano que contara tanto con los servicios de carácter reglado como con el reconocimiento tácito
por los actos propios de las administraciones locales. Sin embargo, no pocas son las actuaciones urbanísticas ilegales que no cuentan con todos
los servicios señalados. En este último grupo nos encontramos aún con más recientes revisiones de planeamiento que han venido a reconocer
estas actuaciones dentro de áreas de actuación de suelo urbano no consolidado pendiente, cuanto menos, de gestión urbanística para
cumplimiento de deberes (Peña Rubia en Estremera).

Asimismo, sobre aquellas en que se actuaron, hay que prestar atención a las actuaciones que fueron legalizadas y son conformes con la
ordenación urbanística pero no con la normativa medioambiental, y aquellas que se han quedado en situación de fuera de ordenación
urbanística.

La casuística es diversa y el grado de afectación complejo, afectando a distintas normativas, urbanística, medioambiental, y sectorial. Así se
pueden encontrar, entre otras, las siguientes situaciones de formaciones ilegales de núcleos de población:

1) con plan de ordenación del núcleo de población aprobado y gestionado en situación de fuera de ordenación.
2) con plan de ordenación del núcleo de población aprobado y gestionado.
3) con plan de ordenación del núcleo de población aprobado y sin gestionar.
4) sin plan de ordenación del núcleo de población aprobado.
5) con ordenación estructurante y con ordenación pormenorizada por nuevo planeamiento general y ámbito gestionado.
6) con ordenación estructurante y con ordenación pormenorizada por nuevo planeamiento general y ámbito pendiente de gestión.
7) con ordenación estructurante por nuevo planeamiento general y pendiente de ordenación pormenorizada por planeamiento de desarrollo.
8) con regularización por ordenación a través de nuevo planeamiento y ámbito gestionado, con posterior declaración de nulidad del
planeamiento general o de desarrollo.

Con todo, son más las urbanizaciones ilegales que han quedado en el olvido de los organismos públicos competentes en materia de
planeamiento, gestión y disciplina urbanística. Estas actuaciones ilegales han sido en muchos casos esquivadas por los organismos públicos, en
otros han sido reconocidas unas realidades fácticas que no superan criterios de legalidad con especial perjuicio para nuestros recursos naturales.

entrada en vigor de la Ley de Reforma de la Ley del Suelo, el Ministerio de la Vivienda aprobó Normas Complementarias y Subsidiarias de
Planeamiento para 109 municipios de la provincia de Madrid situados fuera del Área Metropolitana, que cubrían la zona más afectada por las
expectativas de urbanización.

Por aquel entonces, el marco normativo en materia ambiental no era ni mucho menos el que hoy existe. Sin embargo, no puede ignorarse el
Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (RAMINP),
heredero que fue del Reglamento y nomenclátor de establecimientos incómodos, insalubres y peligrosos de 1925.

El año que viene se celebrará un siglo de esta primera norma ambiental en materia urbanística a través de la cuestión de salud pública.

El RAMINP amplió el alcance del Reglamento de 1925, refiriéndose no a «establecimientos o
industrias» sino a «actividades» y asimismo se añade el concepto «nocivas» para las actividades que, sin ser insalubres, pueden originar daños a la
riqueza agrícola, forestal, pecuaria y piscícola. Es de especial interés su artículo 17 referido al peligro de contaminación de aguas puesto en
relación con el capítulo I del título II.

2. Origen del fenómeno
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Da la sensación de que, por parte de una gran mayoría de los organismos competentes, no hay una intención inequívoca de afrontar estas
realidades y poner todos los medios necesarios para solventar el significativo problema que este fenómeno presenta para el territorio regional,
para el medio ambiente y la biodiversidad y para la salud pública; siendo un problema que no solo afecta a propietarios y administraciones
competentes sino  a toda la ciudadanía. 

El medio ambiente adecuado es expresión de la salud pública. La calidad del aire, el riesgo potencial de la contaminación de aguas superficiales y
subterráneas, la no alteración de la vegetación, flora y fauna son los mejores indicadores de una biodiversidad saludable, recursos naturales que
prestan servicios ecosistémicos esenciales en la salud pública.

El fenómeno de las urbanizaciones ilegales es un problema de gran magnitud que hasta la fecha se encuentra velado u oculto, no habiendo sido
aún reconocido por la sociedad civil. Estamos, sin duda, ante un fenómeno de represión social que queda sin desvelar, acuciantes los efectos
sobre la salud pública, se desconoce el alcance de los efectos de la activación social ante la concienciación del problema, situación que requiere
obtener la licencia social que vincula el compromiso político ante una cuestión de salud pública.

3. Problemática
Los servicios de aducción y abastecimiento, como los de saneamiento y depuración, de estas actuaciones urbanísticas ilegales no han respondido
en la mayoría de los casos al procedimiento legal establecido por el organismo de la cuenca hidrográfica para la concesión de captación y
autorización de vertidos de aguas. En otros casos no se han controlado la cantidad y/o calidad de los caudales captados y/o vertidos, o se ha
hecho un aprovechamiento de aguas para uso distinto al concedido, etc.

Nos encontramos con una basta ocupación de la región por un tejido residencial existente, de primera residencia en muchos casos, que está
generando efectos significativos en los factores que caracterizan la calidad ambiental del territorio con los consecuentes problemas para la salud
pública.

Así, lo más frecuente es que se hayan hecho uso de captaciones ilegales o de captaciones destinadas a aprovechamientos de riego en lugar de
estar destinadas al abastecimiento de agua para consumo humano, sin control de la calidad y/o cantidad del agua de la masa de aguas
superficiales y/o subterráneas donde se realiza la captación, probablemente contaminadas las aguas, con el problema de salud pública que
conlleva.

Al carecer de ordenación las actuaciones, la casuística es diversa, vertidos en pozos negros, vertidos en fosas sépticas cuyo control de
funcionamiento no siempre es acreditado, colectores de saneamiento con vertido directo al medio, colectores de saneamiento con vertido a
estaciones de depuración de aguas residuales cuyo control de funcionamiento no siempre es acreditado, cuando no queda acreditado el
funcionamiento correcto del sistema de saneamiento y depuración para evitar la contaminación de la masa de aguas subterráneas o el cauce
natural de vertido de aguas superficiales.

Cuando los organismos de cuenca ejercen con diligencia los controles y sancionan los incumplimientos, no siempre queda acreditado el
cumplimiento de las medidas de restablecimiento de la legalidad, no siendo suficientes las medidas disciplinarias para solucionar el problema
medioambiental y de salud pública. En dichos casos, podría producirse un conocimiento expreso del problema y una conducta delictiva por
omisión.

Estamos ante una problemática de gran significación social en cuanto muchas familias están empadronadas en estas urbanizaciones, existen
construcciones con calificación catastral urbana en suelo no urbanizable, pagan impuestos de bienes inmuebles y, sin embargo, no cuentan con
los servicios de carácter reglado que debe tener el suelo en situación básica urbanizada. La cuestión se agrava en cuanto muchas de estas
construcciones constituyen el domicilio de estos vecinos de facto del municipio afectado.

La estructura de propiedad atomizada, la rigidez normativa y reguladora, y la inseguridad jurídica producida por las sucesivas transmisiones,
dificultan la gestión urbanística necesaria para regularizar la situación, poniendo en riesgo la viabilidad económica de la gestión necesaria para
completar todas las actuaciones.
 
A ello se une la dificultad para acreditar la sostenibilidad para las haciendas locales que significa la gestión de los servicios de un municipio con
núcleos de población disgregados. No son pocos los casos en que estas urbanizaciones ilegales se localizan más próximas a la zona urbanizada
de los municipios colindantes. En estos casos, estos núcleos de población disgregados del núcleo principal de un municipio tienen mejores
conexiones con el núcleo de población de los municipios colindantes, por lo que parece más razonable establecer las conexiones e
infraestructuras, en definitiva “hacer ciudad”, con el núcleo de población de los municipios colindantes antes que con el núcleo de población
principal del municipio al que pertenecen. En esta línea, las medidas legislativas deben encauzar el procedimiento de regularización que pongan
en valor las fortalezas de los efectos sinérgicos y resten la debilidad de no actuar ante estas situaciones, estableciendo en estos casos el deber de
que el municipio colindante se haga cargo de esas conexiones de infraestructuras por el interés regional y de salud pública que es inherente a la
solución de estas problemáticas.

Hay que reconocer también que han surgido situaciones donde la lentitud de la justicia ha declarado la nulidad de desarrollos urbanísticos,
algunos totalmente urbanizados e incluso ya parcialmente edificados con sus preceptivas licencias, quedando grandes urbanizaciones en
situación de fuera de ordenación, no teniendo certeza de que los servicios de gestión del agua y otras infraestructuras no estén causando daños
al medio ambiente, incluso a algunos espacios naturales protegidos.
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Se han producido situaciones con fuerte inseguridad jurídica donde terceros de buena fe han adquirido suelo urbano consolidado, no ya por el
planeamiento, sino por la fuerza normativa de lo fáctico, administrados que cuando van a solicitar licencia, acto declarativo y no constitutivo de
derechos, se encuentran con administraciones locales que no otorgan, en un escenario donde han intervenido administraciones locales y
autonómica, así como organismos de la administración estatal.

Han podido concurrir situaciones de responsabilidad patrimonial de la administración que podrían dar lugar a reclamaciones económicas
estratosféricas.

Estamos ante una realidad que no puede ser ignorada por la vía del fuera de ordenación. Nos encontramos con efectos significativos sobre los
recursos naturales que no pueden ser ignorados, por el contrario, estamos ante una situación que debe ser gestionada.

Sin ánimo de exageración, la situación podría concebirse como una macrocausa por contaminación de aguas subterráneas con ramificaciones en
todos los órdenes jurisdiccionales, situación que exige una solución, una solución que sin embargo no pase por quebrar el principio de igualdad
de otros administrados, vecinos y propietarios, que respetaron la legalidad.

Ante estas realidades caben dos vías de actuación, su reconocimiento y control, o la ignorancia e inactividad. La diligencia debida de los poderes
públicos es un elemento tipificado en el ámbito penal. Podemos estar, sí, ante una macrocausa por delitos ecológicos donde cargos y funcionarios
públicos han podido conculcar siquiera por inactividad o pasividad en el ejercicio de sus cargos. Sin embargo, más allá, estamos ante una cuestión
social que debe ser atendida como tal, y es en esta línea en la que parece más razonable actuar con compromiso sociopolítico.

4. Propuesta de actuación

Estamos ante un problema urbanístico, de medio ambiente y de salud pública de gran magnitud, que afecta con carácter general al territorio de
la región y a sus habitantes. Como tal, exige establecer un marco normativo acorde que configure las directrices generales para afrontar una
casuística tan variada. Es necesario establecer a través de medidas legislativas un procedimiento que sepa integrar estas realidades bajo un
instrumento de planeamiento que con carácter especial resuelva su problemática.

Este marco normativo tiene que dotar de una instrumentación flexible en cuanto a la ordenación, pues no es posible establecer estándares ni
obligaciones del siglo XXI a realidades con un pasado, en algunos casos, de casi 50 años. Esta flexibilidad es necesaria para dotar soluciones con
viabilidad económica, y es a través de los nuevos ámbitos en que se incluyen o adscriben estas realidades como se ha de dotar a la actuación de
los debidos estándares y aprovechamientos urbanísticos necesarios para hacerlo posible, teniendo como objetivo resolver el problema
medioambiental que alcanza la salud pública.

Asimismo, debe establecerse un calendario que vincule la ejecutividad por el sistema de actuación elegido, estableciendo sus sustitución y
liderazgo público cuando se muestren ineficientes, incorporando medidas de disciplina por aquellas actuaciones que no se regularicen en plazo,
atendiendo que aunque las construcciones estuvieran prescritas no lo están los usos y son susceptibles de sanción, y prestando especial atención
a las infracciones de la normativa medioambiental y sectorial susceptibles de sanción administrativa y responsabilidad de los organismos
públicos, como de los cargos y funcionarios que los ocupan, por falta de diligencia en las competencias de control, para lo que habrán de
diseñarse los mecanismos necesarios de aplicación y atención al objetivo que se persigue, la regularización y actualización de las realidades a las
necesidades reales del siglo XXI con la salvaguarda de los recursos naturales.

Sin embargo, la experiencia nos demuestra que no basta con diseñar el procedimiento que configure instrumentos que se circunscriban al
reconocimiento de estas realidades, como antaño fueron diseñados los planes de ordenación de núcleos de población. Estos fenómenos, hemos
visto, constituyen núcleos disgregados dentro de un mismo municipio, con cargas para la sostenibilidad económica de las haciendas locales que
tienen que sostenerlos ajenos a un modelo urbanístico sostenible del municipio.

Es necesario explorar soluciones proporcionadas a la realidad existente, procurar revisiones o modificaciones de planeamiento no como una
amnistía urbanística que premie el ejercicio de actuaciones al margen del marco legal y a través de actuaciones aisladas y desconectadas del
municipio, sino a través de los procedimientos legales que se establezcan y sean considerados en las oportunas revisiones de planeamiento que,
haciendo suyo el principio del uso racional de los recursos naturales, y atendiendo a la carestía de vivienda, presente propuestas de ordenación y
gestión que haga suyas las realidades y procure modelos urbanísticos de ciudad compacta, huyendo de la formación de núcleos de población
disgregados.

Esa nueva ordenación es la oportunidad para establecer sistemas de gestión ágiles y eficientes que hagan posible la consecución de este objetivo,
que atendiendo a nuestros derechos y libertades hacen conveniente establecer sistemas de actuación por iniciativa privada antes que aquellos de
iniciativa pública y, si estos no cumplieran los plazos establecidos, dejan a la administración pública la potestad del cambio de sistema de
actuación.

Se trata, por tanto, no de ignorar o esquivar una realidad con graves daños ambientales en la cantidad y calidad de las masas de aguas
subterráneas y la contaminación del suelo, sino de impulsar soluciones que cohonesten la protección del medio ambiente con la fuerte demanda
de suelo en carga para usos residenciales y de actividades económicas que hagan posible la creación de riqueza socioeconómica como elemento
necesario para hacer posible la protección medioambiental de los recursos naturales. 
 
La administración autonómica, consciente de que, en todo este largo intervalo de tiempo, más de treinta años, ha crecido la relación de
actuaciones urbanísticas ilegales que forma parte del anexo de la Ley 9/1985 citada, encargó hace 10 años un censo de actuaciones urbanísticas,
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construcciones y/o actividades ilegales o irregulares, trabajo que no ha sido encontrado en su sede electrónica y portal de transparencia. Por
aquel entonces se trabajó en un borrador de una nueva ley autonómica del suelo que, se decía, iba a venir a resolver esta problemática. ¿no
sabemos si vendría a resolverlo estableciendo una amnistía o una solución de regulación e integración de estas realidades en el modelo
urbanístico con la flexibilidad necesaria para hacerlo posible? La diferencia entre hacerlo de una forma u otra constituye la garantía del ejercicio
de la regularización y la salvaguarda del principio de igualdad de todos los administrados sujetos a las mismas reglas del juego.

La gestión del problema surge como oportunidad para ordenar nuevos ámbitos concéntricos a las realidades 
existentes, que resuelvan los problemas con las infraestructuras existentes y sean cohonestados con el problema de vivienda existente ante la
falta de suelo otorgando viabilidad económica y sostenibilidad para las Haciendas locales a estas operaciones de bisturí.

Los nuevos ámbitos a los que se incluyen o adscriben los existentes pueden configurarse con los aprovechamientos urbanísticos necesarios para
salvaguardar la viabilidad económica de estas operaciones, aprovechando asimismo para, en la medida de lo posible, procurar la conexión entre
distintos núcleos de población y, en todo caso, adecuarla al modelo urbanístico del municipio elegido sobre la autonomía local.

En algunos casos, estas urbanizaciones están próximas a algunos espacios naturales de interés que podrían ser puestos en valor como sistemas
generales de zonas verdes y espacios libres integrando y poniendo en valor su conservación.

No parece razonable resolverlo a través de órdenes de demolición, tampoco a través de una ley de amnistía urbanística, sino a través de
disposiciones legales que establezcan el procedimiento general que articule las bases generales, dotando al planificador de flexibilidad, sobre las
que desarrollar soluciones concretas para reconocer estas realidades e integrarlas en el modelo urbanístico.

Como decimos, parece más razonable que sea a través de instrumentos de planeamiento, y no únicamente a través de medidas legislativas que
vacíen la autonomía local, sino poniendo en valor los beneficios que aporta el legislador para articular las bases generales sobre las que
desarrollar soluciones concretas, como debe procurarse la solución de un problema medioambiental y urbanístico existente. La Ley debe servir
de impulso, más no parece que deba sustituir las soluciones concretas que cada caso particular subyace.

Este análisis, que se ha centrado en la problemática en la Comunidad de Madrid, se agudiza en todo el corredor mediterráneo donde el
fenómeno del veraneo vino a llenar nuestras costas de este tipo de actuaciones. Si algunos casos singulares han llenado más titulares en medios,
no es porque estemos ante cuestiones puntuales, sino ante un gran problema que ha podido causar grandes desastres ecológicos. ¿no está todo
el entorno del Mar Menor rodeado de zonas urbanizadas? ¿en qué condiciones? ¿están funcionando correctamente las infraestructuras de
saneamiento y depuración? ¿cuenta la zona urbanizada con todos los servicios de carácter reglado?

Muchos son los interrogantes que se nos plantean. Muchos los perjuicios potenciales para el medio ambiente. Muchas las oportunidades creadas
para resolver una problemática tan extendida.
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